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ASUNTO 

 

Resolver la apelación presentada por la parte ejecutante en contra la decisión de 

denegar la modificación del embargo establecido en el oficio expedido el día 15 de 

octubre de 2020 proferida por el Juzgado Dieciséis Civil del Circuito de Medellín. 

 

ANTECEDENTES 

 

1. El 31 de enero de 2020 el a quo libró mandamiento en la forma pedida por 

$178.500.000 por concepto de capital, más intereses de mora a la máxima tasa 

liquidados desde el 12 de agosto de 2019. En la misma fecha se decretó el embargo 

de los dineros depositados en las cuentas de ahorros de la demandada nros. 898391 

y 387267 de Bancolombia y se ordenó oficiar al banco indicándole que la medida 

se limitaba a retener dineros hasta $267.750.000. 

 

El 10 de marzo de 2020, Bancolombia contestó al juzgado que procedió con el 

registro de la medida encontrándose bajo el límite de inembargabilidad.  

 

El 3 de noviembre de 2020 el ejecutante pidió que se modificará la orden de 

embargo con destino a Bancolombia, porque este banco aplicó indebidamente el 

numeral 2 del art. 594 del CGP., puesto que el monto de inembargabilidad no 

aplica para personas jurídicas y sólo lo hace para personas naturales. 



 

2. Mediante auto del 10 de agosto de 2022 el juzgado negó la solicitud “…de 

modificar el límite del embargo establecido en el oficio expedido el día 15 de octubre de 2020, 

pues dicha actuación se encuentra de conformidad con lo dispuesto en el décimo ordinal del artículo 

593 del CGP y en el artículo 599 ibidem”. 

 

3. El demandante interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación. 

Argumentó que el juzgado se equivocó, porque en la solicitud no cuestionaba la 

indebida aplicación de los art. 593 y 599 del CGP, sino la indebida aplicación del 

art. 594 ibidem y porque se desconoció el Concepto de la Superintendencia 

Financiera que determinó que el límite de inembargabilidad sólo aplica a personas 

naturales. 

 

4. Aunque en auto del 7 de septiembre de 2022 el a quo afirmó que no reponía la 

decisión recurrida, ordeno oficiar a Bancolombia en los siguientes términos: “Se 

proceda a ejecutar la orden de embargo de los dineros que puedan existir a la fecha de recibir, 

conforme la orden que se comunicó mediante oficio 161, y conforme a las sumas de dinero que se 

encontraban a fecha 11 de marzo de 2020. En el evento señalado, así mismo se servirá certificar 

los saldos que dichas cuentas tenían a la misma fecha señalada antes. Lo anterior, respecto de 

todas las cuentas a las cuales se hace alusión en el oficio original mediante el cual se comunicó a 

la medida cautelar. Así mismos se le comunicará al banco que, conforme las directrices de la 

Superintendencia financiera, los saldos protegidos como inembargables y cuyos montos señala dicha 

entidad, no se aplica para las cuentas que pertenecen a las personas jurídicas, en que tiene que ver 

con las cuentas de ahorros, solo se aplica a las personas naturales”. 

 

El juzgado negó la reposición porque consideró que la medida de embargo fue 

bien decretado y fue el banco el que deliberadamente dio aplicación a una norma 

que no regulaba el caso. 

 

CONSIDERACIONES 

 

El a quo en el auto del 31 de enero de 2020 que decretó el embargo de los dineros 

de la ejecutada en las cuentas bancarias de Bancolombia se ajustó a lo dispuesto en 

los art. 593, 594 y 599 del CGP. La orden de embargo se dio de manera simple y 

ajustada a derecho, indicándose que debía informársele al banco que “…la medida 

se limitaba a retener dineros hasta $267.750.0002”, nada se mencionó por parte del juez 

respecto a mínimos de inembargabilidad; fue el banco el que torció la debida 



aplicación de la orden de embargo, tal y como lo comunicó al juzgado en el 

documento que remitió el 10 de marzo de 2020. 

 

Es decir, que allegada esa respuesta del Banco, la parte debió en defensa de sus 

intereses solicitar al juzgado que oficiara nuevamente para corregir el desacierto del 

juzgado. Así entonces, lo procedente no era solicitar que se modificara la orden de 

embargo, como erróneamente lo hizo el ejecutante en memorial del 3 de 

noviembre de 2020; bastaba con que elevara petición de que se oficiara a 

Bancolombia instándolo a acatar de manera adecuada la cautela, esto es, sin dejar 

por fuera de la medida topes de inembargabilidad. 

 

En Consecuencia, hizo bien el juzgado en el auto del 10 de agosto de 2022 al no 

acceder a la modificación de la orden de embargo del 31 de enero de 2020; no 

obstante,  el a quo no debió negar la reposición en consideración a lo dispuesto en 

los art. 593 y 599 del CGP que nada tenían que ver con la petición de la ejecutante. 

 

Sin embargo, el error cometido en las consideraciones del auto de 10 de agosto de 

2022 fue corregido en el auto del 7 de septiembre de 2022 en el que el a quo ordenó 

oficiar a Bancolombia para que aplicara de manera adecuada la orden de embargo 

de enero de 2020, sin límites de inembargabilidad. 

 

En consecuencia, ante la existencia del auto del 7 de septiembre de 2022 que 

ordenó oficiar a Bancolombia para que diera estricta aplicación a la orden de 

embargo emitida desde el 31 de enero de 2020, lo que suple la efectivización de la 

orden cautelar en los términos de ley, se confirmará el auto apelado.  

 

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Medellín. en Sala Unitaria de 

Decisión Civil, RESUELVE: Confirmar el auto de fecha y origen indicado. 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

MARTÍN AGUDELO RAMÍREZ 

MAGISTRADO 


